
 

UNIVERSIDAD AUTONOMA DE 

BAJA CALIFORNIA 

VS. 

RECAUDADOR DE RENTAS DEL 

AYUNTAMIENTO DE MEXICALI  

EXPEDIENTE 131/2020 

P R I N C I P A L 

 

 Mexicali, Baja California, a once de diciembre de dos 

mil veinte. 

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que reconoce la val idez de las 

resoluciones todas de fecha catorce de julio de dos mil veinte, 

con números de fol io **********1, **********1, **********1, 

**********1, **********1, **********1, **********1, **********1 y 

**********1, emit idas por el Recaudador de Rentas del 

Ayuntamiento de Mexicali.  

 

 GLOSARIO: A fin de simplif icar la terminología 

empleada en la presente resolución, se uti l izarán los términos que 

enseguida se relacionan para referir a las leyes, instituciones o 

conceptos s iguientes:  

 

Término empleado: Ley, institución o concepto referido: 

Ley del Tr ibunal  Ley del Tribunal  de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Baja 

California. 

Constitución Nacional  Constitución Pol ít ica de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

Constitución Local Constitución Pol ít ica del Estado 

Libre y Soberano de Baja California.  

Código procesal civi l  Código de Procedimientos Civiles 

para el Estado de Baja California.  

Tribunal Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California.  

Recaudador Recaudador de Rentas del 

Ayuntamiento de Mexicali.  

Resoluciones Resoluciones todas de fecha 

catorce de julio de dos mil veinte, 

con números de folio **********1, 



 

**********1, **********1, **********1, 

**********1, **********1, **********1, 

**********1 y **********1, emit idas por 

el Recaudador de Rentas del 

Ayuntamiento de Mexicali.  

 

R E S U L T A N D O 

 

 I. Demanda de nulidad.- El escrito de demanda se 

presentó  el dieciocho de agosto de dos mil veinte. 

 

 II.  Trámite de la demanda.- El  juicio se admitió a 

trámite por acuerdo dictado el veinte de agosto de dos mil  veinte 

(visible a fojas 106 a 109 de autos), ordenándose el 

emplazamiento del Recaudador.  

 

 III. Acto impugnado.- En el acuerdo de admisión se 

tuvo como actos impugnados las Resoluciones  de fecha catorce 

de jul io de dos mil veinte, emitidas por el Recaudador. 

 

 IV. Contestación de demanda.- Al presente juicio 

compareció a contestar, la autoridad demandada Recaudador  

en términos de su escrito visible en autos a fojas 112 y 113 de 

autos. 

 

 V. Audiencia de ley.- La audiencia de pruebas y 

alegatos se celebró el diecinueve de noviembre de dos mil  veinte  

(foja 125 de autos), conforme a lo dispuesto por el artículo 80 de 

la Ley del Tribunal  y se citó a las partes para oír sentencia de 

primera instancia, por lo que se está en condiciones de resolver 

la controversia planteada.  

 

 VI.- Cambio de Titular.-  Mediante acuerdo de treinta 

de noviembre de dos mil veinte, se ordenó hacer saber a las 

partes que a partir del trece de enero de dos mil veinte, la 

l icenciada Alma Alejandrina Razo Santoyo, Primer Secretaria de 

Acuerdos de esta Primera Sala, funge como Magistrada por 



 

ministerio de Ley, Titular de dicha Sala, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 9 de la Ley del Tribunal , por lo que se está 

en condiciones de resolver la controversia planteada.  

 

C O N S I D E R A N D O 

 

 PRIMERO. Competencia.- Esta Primera Sala del Tribunal , 

con residencia en esta ciudad, es competente para conocer de 

la presente controversia, de conformidad a lo dispuesto por los  

art ículos 1, 21, 22, fracción I I , de la Ley del Tr ibunal, por tratarse 

de un juicio promovido contra un acto definit ivo de naturaleza 

fiscal emanado de una autoridad fiscal Estatal, y porque la 

ubicación del domicil io de la parte actora se encuentra dentro 

de la circunscripción territorial de esta Sala.  

 

 SEGUNDO. Existencia del acto impugnado. - Los actos 

impugnados quedaron acreditados en autos con las 

documentales obrantes de la foja 21 a la 38 de autos, 

consistentes en los originales de las Resoluciones , emitidas por el 

Recaudador , adminiculado con el reconocimiento expreso 

producido por la autoridad demandada en la contestación 

(Vis ible a foja 112 de autos), t iene pleno valor probatorio en 

términos de los artículos 285, fracción VII I ,  368 y 400 del Código 

procesal civi l , de aplicación supletoria en términos del párrafo 

tercero del art ículo 30 de Ley del Tr ibunal .  

 

 TERCERO. Causales de improcedencia.- Por ser una 

cuestión de orden público y de estudio preferente, se procede a 

analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento hechas 

valer por las autoridades demandadas.  

 

 Al no hacerse valer causales de improcedencia y 

sobreseimiento, ni advertirse de autos la actualización de alguna 

de las previstas en la Ley del Tribunal , el presente juicio es 

procedente. 



 

 

 Lo anterior encuentra sustento en la jurisprudencia con 

número de registro 161614, emit ida por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que 

enseguida se reproduce. 

 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU 

EXAMEN OFICIOSO POR EL  TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA NO IMPLICA QUE ÉSTE DEBA VER IFICAR LA 

ACTUALIZACIÓN DE CADA UNA DE LAS CAUSALES RELATIVAS SI NO LAS 

ADVIRTIÓ Y LAS PARTES NO LAS INVOCARON.  Conforme al  art ículo 202,  

úl t imo párrafo, del Código Fiscal de la Federación,  vigente hasta el  31 

de diciembre de 2005, las causales de improced encia deben 

anal izarse aun de of icio, lo que debe entenderse en el  sentido que se 

estudiarán tanto las que hagan valer las partes como las que advierta 

el  t r ibunal  que conozca del  asunto durante el  juicio,  lo que t raerá 

como consecuencia el  sobreseimiento,  de conformidad con el  art ículo 

203,  f racción I I ,  del  mismo ordenamiento y  vigencia,  ambas porciones 

normativas de contenido idéntico al  texto vigente de los art ículos 8o. ,  

úl t imo párrafo y  9o. ,  f racción I I ,  respectivamente, de la Ley Federal  de 

Procedimiento Contencioso Administrat ivo. Por  tanto, la 

improcedencia del  juicio contencioso administ rat ivo pueden hacer la 

valer las partes,  en cualquier t iempo, hasta antes del  dictado de la 

sentencia, por  ser una cuest ión de orden públ ico,  cuyo estudio es 

preferente; pero este derecho de las partes es también una carga 

procesal  s i  es que se pretende vincular  al  t r ibunal  del  conocimiento a 

examinar determinada deficiencia o ci rcunstancia que pueda 

actual i zar el  sobreseimiento.  En ese contexto, las causales de 

improcedencia que se invoquen y las que advierta el  tr ibunal deben 

estudiarse, pero s in  l legar al  extremo de imponerle la carga de 

ver i f icar,  en cada asunto,  s i  se actual i za o no alguna de las previstas 

en el  art ículo 202 del código en mención, en vi rtud de que no exi ste 

disposición alguna que, en forma precisa, lo ordene. Así  las cosas, s i  

exi ste una causal de improcedencia que las partes pretendan se 

declare, deben asumir la carga procesal de invocarla para v incular  al  

tr ibunal y ,  sólo entonces, tendrán el  dere cho de exigi r  el  

pronunciamiento respectivo.”  

  

 

 CUARTO.- Método de Estudio.-  En la presente 

resolución se omite la transcripción de los motivos de 

inconformidad expresados por la parte actora así como los 

argumentos defensivos expuestos por la autoridad demandada  

por razones de economía procesal y técnica jur ídica orientada a 

nuevos modelos de sentencia que se sustentan en principios de 

simplicidad, facil idad en la lectura y compresión; sin que con el lo 

se infrinja norma legal alguna o se agravie a la parte actora, toda 

vez que no existe disposición jurídica que constriña a realiza r tales 

transcripciones, además de que el art ículo 82, fracción I, de la 



 

Ley del Tribunal ,  impone el deber de que las sentencias que dicte 

el Tr ibunal  contengan la fi jación clara y precisa de los puntos 

controvert idos, no así su reproducción, por lo que en  la presente 

resolución se realizara el análisis s istemático y exhaustivo de los 

planteamientos hechos valer.  

 

 Por otra parte, esta Sala procederá al estudio de los 

motivos de inconformidad privi legiando el principio de mayor 

beneficio a efecto de que la sentencia se dicte atendiendo a los 

temas de fondo por sobre aspectos formales en acatamiento a 

los principios de impartición de just icia consagrados en el art ículo 

17 de la Constitución Nacional , mismo que establece el derecho 

de administración de justicia y el deber de privi legiar la solución 

del confl icto sobre los formalismos procedimentales.  

 

 “Art .  17. -  Ninguna persona podrá hacerse just ic ia por s í  misma, 

ni  e jercer v iolencia para reclamar su derecho.  

 

 Toda persona t iene derecho a que se le administre just ic ia por 

tr ibunales que estarán expeditos para impart ir la en los plazos y 

términos que f i jen las leyes, emit iendo sus resoluciones de manera 

pronta, completa e imparcial .  Su serv ic io será gratuito, quedando, en 

consecuencia,  prohibidas las c ostas judiciales.  

 

 S iempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el  debido 

proceso u otros derechos en los juicios  o procedimientos seguidos en 

forma de ju ic io, las  autor idades deberán pr ivi legiar  la solución del  

conf l icto sobre los formal ismos procedimentales .”  

 

 Sirve de apoyo a lo anterior el criterio contenido en la 

tesis (IV Región) 2o.13 K (10a.) del Segundo Tribunal Colegiado de 

Circuito del Centro Auxi l iar de la Cuarta Región, publicado con 

número de registro 2016171 en la página 1524 del l ibro 51, tomo 

II I  de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

correspondiente al mes de febrero de dos mil dieciocho, cuyo 

rubro y texto se transcriben a continuación.  

 

“PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO FRENTE A FORMALISMOS 

PROCEDIMENTALES Y SOLUCIONES DE FONDO DE LOS CONFLICTOS. ÉSTAS 

DEBEN PRIVILEGIARSE FRENTE A AQUÉLLOS, SIEMPRE QUE NO SE AFECTE 

LA IGUALDAD DE LAS PARTES,  EL  DEBIDO PROCESO U OTROS DERECHOS. 

Durante mucho t iempo fue motivo de cr í t ica para los t r ibunales de 

amparo que las sentencias protectoras se concedieran por aspectos 

formales o procedimentales y no por temas de fondo; lo cual  motivó 



 

que mediante la expedición de la nueva Ley de Amparo (publ icada 

en el  Diar io Oficial  de la Federación el  dos de abri l  de dos mi l  t rece) , 

se estableciera en su art ículo 189 que los órganos jur isdiccionales de 

amparo procederían al  estudio de los conceptos de violación 

atendiendo a su prelación lógica, pero pr iv i legiando en todo 

momento el  pr incipio de mayor beneficio; y  fue en ese contexto  que 

por reforma al precepto 17 de la Const i tución General  de la Repúbl ica 

publ icada en el  Diar io Oficial  de la Federación el  15 de septiembre de 

2017,  se adicionó a dicho disposi t ivo un tercer párrafo, en el  que se 

puntual i zó "Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el  

debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos 

seguidos en forma de juicio, las autor idades deberán pr iv i legiar la 

solución del confl icto sobre los formal i smos procedimentales." .  Por  

tanto,  acorde con esa aspi ración social  y en est r icto acatamiento a 

los art ículos citados,  en los juicios o en los procedimientos relativos, 

todas las autor idades deben pr iv i legiar  la solución del  confl icto sobre 

los formal i smos procedimentales, con la única l imitante de que no se 

afecte la igualdad de las partes, el  debido proceso u otros derechos.”  

  

 QUINTO.- Estudio de fondo del primer motivo de 

conformidad.- En el primer motivo de inconformidad la parte 

actora plantea que los requerimientos impugnados al requerir le 

el pago de impuestos violentan el artículo 32 de la Ley Orgánica 

de la Universidad Autónoma de Baja California, el cual establece 

que los ingresos de dicha universidad y los bienes de su 

propiedad no están sujetos a impuestos o derechos municipales 

o estatales.  

 

Que es óbice a lo anterior que diversas leyes 

hacendarias locales establezcan la derogación de cualesquiera 

exenciones fiscales previstas en otras leyes, porque dichas 

disposiciones no refieren a la derogación de la no sujeción fiscal,  

sino únicamente de exenciones. 

 

Señala que la diferencia de la no sujeción tributaria con 

exención fiscal,  radica en que en la segunda existe una relación 

tributaria entre el Estado y el gobernado, pero que, en atención 

a determinada circunstancia prevista por la Ley, se exime al  

gobernado de pagar el tr ibuto que normalmente debería 

satisfacer.  

 

Que la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de 

Baja California tiene plena vigencia al ser una ley especial, la 



 

cual no puede ser derogada por normas de naturaleza general 

dirigidas al común de los gobernados, como lo son la Ley de 

Hacienda Municipal y la Ley de Ingresos del Municipio de 

Mexicali, por lo que estima, debe aplicarse el principio general 

de derecho que dispone que la ley especial siempre prevalece 

sobre la ley general.  

 

Que si el Poder Legis lativo del Estado a la fecha no ha 

derogado expresamente el art ículo 32 multicitado, debe 

entenderse que su voluntad es que la universidad actora no sea 

sujeto de derechos e impuestos municipales y estatales.  

 

La autoridad demandada, al contestar la demanda no 

realiza pronunciamiento alguno respecto a los motivos de 

inconformidad hechos valer por la parte actora.  

 

Ahora bien, queda demostrado que la parte actora se 

encuentra sujeta al pago del Impuesto Predial y que los 

inmuebles de referencia no se encuentran previstos en la 

hipótesis de exención establecida por la Constitución Federal, así 

como en la Ley de Hacienda Municipal del Estado, que prevé los 

casos de exención del Impuesto Predial, que es evidente que 

debe confirmarse la legalidad de los actos impugnados.  

 

Por lo anterior, el motivo de inconformidad reseñado es 

infundado por las razones que enseguida se exponen.  

 

Para mayor claridad es pertinente traer a la vista el 

art ículo 32 de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma d e 

Baja California.  

 

“ARTICULO 32.- Los ingresos de la Institución y los bienes de su propiedad 

no estarán sujetos a impuestos o derechos municipales o estatales. Tampoco 

están gravados los actos y contratos en que ella intervenga si los impuestos 

debiesen estar a cargo de ella.” 

 



 

El precepto transcrito permite a la parte actora omitir el 

pago de las contribuciones municipales en detrimento de la 

Hacienda del Municipio de Mexicali, cuando en términos del 

art ículo 115, fracción IV, constitucional, los bienes inmuebles 

propiedad de la Universidad que estén destinados a la prestación 

del servicio público educativo gozan ya de una exención 

respecto al pago de contribuciones municipales, lo que vuelve 

excesiva e inconstitucional la exención absoluta otorgada a 

favor de dicha institución educativa en el artículo 32 en mención, 

aún cuando se le haya dado el tratamiento formal de una no 

sujeción al tr ibuto.  

 

Cabe decir que existe jurisprudencia temática de la 

Suprema Corte de Just icia de la Nación, de aplicación 

obligatoria para esta órgano jurisdiccional, conforme a la cual 

cuando en leyes federales o locales se establece una exención 

o cualquiera otra forma liberatoria de pago, con independencia 

de la denominación que se le dé, y se l imita o prohíbe la facultad 

otorgada a los Municipios de recaudar las mencionadas 

contribuciones, el lo resulta contrario al art ículo 115, fracción IV, 

de la Constitución Pol ít ica de los Estados Unidos Mexicanos. La 

citada jurisprudencia es la P./J. 44/2003 del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación con número de registro 183493, 

consultable en la página 1375 del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta correspondiente al mes de agosto de 

dos mil tres, tomo XVII I , de rubro y texto siguientes.  

 

MUNICIPIOS. LAS EXENCIONES O CUALQUIERA OTRA FORMA LIBERATORIA DE PAGO 

QUE ESTABLEZCAN LAS LEYES FEDERALES O LOCALES RESPECTO DE LAS 

CONTRIBUCIONES QUE CORRESPONDEN A LA LIBRE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 

DE AQUÉLLOS, CONTRAVIENEN EL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN IV, DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL. De conformidad con lo dispuesto en el mencionado 

precepto constitucional, los Municipios administrarán libremente su hacienda, la 

cual se conformará con los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, 

incluyendo las tasas adicionales sobre la propiedad inmobiliaria, de su 

fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así como las que 

tengan por base el cambio de valor de los inmuebles, las participaciones 

federales que les sean cubiertas por la Federación, los ingresos derivados de la 

prestación de servicios públicos a su cargo, las contribuciones y otros ingresos que 

las legislaturas establezcan a su favor; además, el citado artículo constitucional 

prevé la prohibición expresa para que las leyes federales y locales establezcan 

exenciones a favor de persona o institución alguna, respecto de las 

contribuciones señaladas. En consecuencia, si en dichas leyes se establece una 



 

exención o cualquiera otra forma liberatoria de pago, con independencia de la 

denominación que se le dé, y se limita o prohíbe la facultad otorgada a los 

Municipios de recaudar las mencionadas contribuciones, es innegable que ello 

resulta contrario al referido artículo 115, fracción IV, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, lo que afecta el régimen de libre administración 

hacendaria, en virtud de que al no poder disponer y aplicar esos recursos para 

satisfacer las necesidades fijadas en las leyes y para el cumplimiento de sus fines 

públicos, les resta autonomía y autosuficiencia económica. 

 

SEXTO.- Estudio de fondo que analiza el segundo motivo 

de inconformidad  En el segundo motivo de inconformidad la 

parte actora argumenta, en esencia, que las resoluciones 

impugnadas afectan su interés jur ídico puesto que le requiere el 

pago de un impuesto estatal, en violación de la exención a los 

bienes del dominio público de los Municipios, establecida por los 

art ículos 115, fracción I I I ,  inciso a) y IV, inciso c) , de la 

Constitución Pol ít ica de los Estados Unidos Mexicanos, y 82, 

párrafo primero y apartado B, fracción I, y 85 párrafo segundo y 

fracción I I , cuarto párrafo de la Constitución Polít ica del Estado 

Libre y Soberano de Baja California, de las que se deduce que el 

Impuesto es una contribución sobre la propiedad inmobil iaria a 

favor de los municipios, s in embargo, que están exentos de dicho 

impuesto los bienes de dominio público de los Estados.  

 

Agrega que, de acuerdo al artículo 1 de la Ley Orgánica 

de la Universidad Autónoma de Baja California, dicha institución 

es una institución de servicio público, descentral izada de la 

administración del Estado, lo cual le confiere el carácter de 

entidad pública estatal u organismo público descentral izado 

estatal, con una autonomía especial para los fines establecidos 

por el art ículo 3, fracción VI I, del Pacto Federal, que el artículo 

2, fracción I I , de la Ley General de Bienes del Estado, dispone 

que son bienes del dominio público, los destinados por el Estado 

a un servicio público y que el artículo 21, fracción VII, de dicho 

ordenamiento, establece que son bienes destinados a un servicio 

público, los inmuebles que constituyan el patr imonio de los 

organismos públicos estatales.  

 

Con base en las disposiciones antes mencionadas, 

concluye la actora que si es una entidad pública u organismo 



 

público descentralizado estatal entonces los inmuebles de su 

patrimonio son bienes destinados a un servicio público y, por 

tanto, son bienes del dominio público del Estado de Baja 

California, exentos del  pago de derechos estatales. 

 

Es infundado el motivo de inconformidad reseñado. 

 

No le asiste la razón a la parte actora en cuanto a el 

requerimiento de pago impugnado violente la exención a los 

bienes del dominio público de los Estados, establecida por los 

art ículos 115, fracción IV, de la Constitución Polít ica de los 

Estados Unidos Mexicanos y que si es una entidad pública u 

organismo público descentral izado estatal, entonces los 

inmuebles de su patrimonio son bienes destinados a un servicio  

público, y por tanto son bienes del dominio público del Estado de 

Baja California, exentos del pago del las contribuciones 

estatales. 

 

Lo anterior tomando en consideración que tratándose 

de impuestos estatales o derechos municipales , el art ículo 115, 

fracción IV, de la Constitución Polít ica de los Estados Unidos 

Mexicanos y el artículo 85 de la Constitución Polít ica para el 

Estado de Baja California prohíben que se establezcan 

exenciones o subsidios a favor de persona o institución respecto 

de las contribuciones indicadas en dichos preceptos, como , tal 

como se aprecia de la s iguiente transcripción:  

 

“ARTICULO 115. -  Los Estados adoptaran, para su régimen 

inter ior,  la forma de gobierno republ icano, representat ivo,  

popular,  teniendo como base de su div is ión ter r itor ial  y  de su 

organización pol í t ica y administrat ivo el  Munic ip io l ibre,  conforme 

a las bases s iguientes:  

 

I  a I I I . . .  

 

IV.-  Los Munic ip ios administ raran l ibremente su hacienda, la 

cual se formará de los rendimientos de los b ienes que les 

pertenezcan, así  como de las contr ibuciones y  otros ingresos que 

las legis laturas establezcan a su favor, y en todo caso:  
 

a) Percib irán las contr ibuciones, incluyendo tasas adic ionales,  

que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobil iar ia,  de su 



 

f raccionamiento,  d iv is ión, consol idación, traslación y  mejora así  

como las que tengan por base el  cambio de valor de los inmuebles.  
 

Los Munic ip ios podrán celebrar convenios con el  Estado para 

que éste se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas 

con la administración de esas contr ibuciones;  
 

 b). . . ,  c). -  . . . .  
 

Las leyes federales no l imitaran la facultad de los Estados para 

establecer las contr ibuciones a que se ref ieren los incisos a)  y  c),  

n i  concederán exens iones en relación las mismas. Las leyes 

estatales no establecerán exens iones o subs id ios a favor de 

persona o inst i tución alguna respecto de dichas contr ibuciones.  

Sólo estarán exentos los b ienes de dominio públ ico de la 

Federación, de los Estados o los Munic ip ios,  salvo que tales b ienes 

sean ut i l i zados por ent idades paraestatales o por part iculares,  

bajo cualquier t í tulo,  para f ines administ rat ivos o propósitos 

dist intos a los de su objeto públ ico.. . .”  
 

“ARTICULO 85. -  E l  patr imonio de los municip ios lo const i tuyen 

sus b ienes del  domin io públ ico y  del  pr ivado. Los b ienes que 

integran el  patr imonio munic ipal son inembargables; en 

consecuencia,  no podrá ampl iarse la vía de apremio n i d ictarse 

mandamiento de ejecución,  n i  hacerse efect ivas por e jecución 

forzadas, las resoluciones dictadas en contra del  patr imonio 

munic ipal .  En todo caso, los ayuntamientos deberá n adoptar las 

adecuaciones presupuestales necesar ias para sat isfacer sus 

obl igaciones. Las sentencias que se dicten contra el  ayuntamiento 

deberán ser incorporadas en el  presupuesto de egresos 

correspondiente, a efecto de ser cumpl idas.  
 

La Hacienda Munic ipal se formará de los rendimientos de los 

bienes que les pertenezca, así  como de las contr ibuciones y otros  

ingresos que el  Congreso establezca a su favor, y  en todo caso:  

 

I . -  Perc ib i rá las contr ibuciones,  incluyendo tasas adic ionales, 

que se establezca sobre la propiedad inmobil iar ia, de su 

fraccionamiento,  d iv is ión, consol idación, traslación y  mejora así  

como las que tengan por base el  cambio de valores de los 

inmuebles.. .  

 

I I ,  I I I  y  IV.. .  

 

No se establecerán exenciones o subs id ios respecto de las 

contr ibuciones a que se ref ieren las f racciones I  y I I  de este 

art ículo,  a favor de personas o inst i tución alguna.  Solo estarán 

exentos los b ienes del domin io públ ico de la Federación, del  

Estado y de los municip ios,  salvo que sean ut i l izados por ent idades 

paraestatales o por part icular,  bajo cualquier  t í tulo, para f ines 

administrat ivos o propósitos d ist intos a los de  su objeto públ ico. . .”  

 

De los transcritos preceptos legales, de rango 

constitucional, se desprende una exención en cuanto al pago de 

las contribuciones tributarias, respecto de los bienes del dominio 

público de la Federación, del Estado y de los Municipios, siempre 

y cuando no sean uti l izados por entidades paraestatales o por 

particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o 



 

propósitos dist intos a los de su objeto público; luego entonces, 

para que la parte actora pueda considerarse exenta del pago 

de derechos, respecto de sus inmuebles, éstos deberán ser del 

dominio público y no ser uti l izados para fines administrativos o 

propósitos dist intos a los de su objeto público. En esa virtud, es 

necesario precisar, primero, si los bienes inmuebles de la parte 

actora, objetos del impuesto en cuestión, son de dominio público 

y, en segundo lugar, s i dichos bienes se destinan a propósitos 

propios de su objeto público.  

 

Al respecto, la Ley General de Bienes del Estado de Baja 

California establece lo siguiente:  

 

“Art ículo 2. -Son bienes del domin io públ ico:  

…  

I I . -  Los inmuebles dest inados por el  Estado a un serv ic io 

públ ico, los propios que de hecho ut i l ice para dicho f in y los 

equiparados a estos,  conforme a la ley;  . . . .”  

 

“Art ículo 21. -  Son bienes dest inados a un serv ic io públ ico:  

…  

VI I . -  Los inmuebles que const i tuyen el  patr imonio de los 

organismos públ icos estatales,  . . . .”  

 

Asimismo, la Ley Orgánica de la Administración Pública 

del Estado de Baja California establece, en lo conducente, lo 

siguiente: 

 

“Art ículo 4. -Cuando la prestación de serv ic ios públ icos o 
sociales, la explotación de bienes o recursos propiedad del Estado, 
la invest igación c ientí f ica y tecnológica o la obtención o 
apl icación de recursos para f ines de as istencia o segur idad social ,  
que por su naturaleza y  f ines requieran ser  atendidos de manera 
especial ,  el  Gobernador del Estado podrá descentral izar sus 
funciones depositándolas en las ent idades de la Administ ración 
Públ ica Paraestatal .  

 
Los Organismos Descentral izados, Empresas de Part ic ipación 

Estatal  y F ideicomisos que funcionen en el  Estado, integran la 
Administ ración Públ ica Paraestatal  y serán coordinados por las  
Dependencias del  E jecut ivo,  que por acuerdo especial  convenga 
al Gobernador del  Estado...”  

 

Por otra parte, la Ley Orgánica de la Universidad 

Autónoma de Baja California dispone lo siguiente:  

 

“Art ículo 1. -  Se crea la Univers idad Autónoma de Baja 
Cal i forn ia como una inst itución de serv ic io públ ico, 



 

descentral izada de la Administ ración del  Estado, con plena 
capacidad jur íd ica,  y  con los s iguientes f ines:  dar enseñanza 
preparator ia y super ior  para formar profes ionales; fomentar y l levar 
a cabo invest igaciones c ientí f icas, dando preferencia a las que 
t ienden a resolver los problemas estatales y nacionales; y extender  
los benef ic ios de la cul tura.”  

 

De lo dispuesto en los artículos antes transcritos, se 

concluye que los bienes propiedad de la parte actora son 

considerados del dominio público, partiendo de la premisa de 

que la Universidad Autónoma de Baja California es una inst itución 

de servicio público, descentralizada de la Administración del 

Estado, creada por éste a través de sus órganos formal y 

materialmente facultados para ello, el legislativo y ejecutivo, los 

cuales destinaron determinados inmuebles para que la parte 

actora proporcionara los servicios públicos de educación, 

investigación científica y difusión de la cultura.  

 

Sin embargo, como ya se precisó, no todos los bienes del 

dominio público están exentos del pago de derechos, pues los 

destinados para fines administrativos o propósitos distintos a los 

de su objeto público no encuadran en el supuesto de la exención 

contenida en los preceptos constitucionales  antes citados y, 

como en la especie la parte actora omitió demostrar el destino 

del uso de los inmuebles respecto de los cuales se le requiere del 

pago de derechos estatales; luego entonces, tomando en 

consideración que de acuerdo al art ículo 277 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado, aplicado supletoriamente, es 

una carga procesal de la parte actora demostrar los hechos 

sobre los que descansan sus pretensiones, esto es, que el objeto 

para el que destina dichos inmuebles, a fin de acreditar que s u 

situación jur ídica encuadra en el supuesto normativo contenido 

en el artículo 115, fracción IV, de la Constitución Polít ica de los 

Estados Unidos Mexicanos y el art ículo 85 de la Constitución 

Polít ica para el Estado de Baja California, en los que se esta blece 

la exención que hace valer la parte actora; por consiguiente, se 

concluye que, en la especie, no es dable sostener jurídicamente 

el derecho a la exención que reclama la parte actora, de ahí 



 

que el motivo de inconformidad en estudio resulte del todo 

infundado. 

 

SÉPTIMO.- Estudio de fondo del tercer motivo de 

inconformidad.- En el tercer motivo de inconformidad la parte 

actora argumenta que la resolución impugnada le causa 

perjuicio y es violatoria del artículo 16 de la Constitución Federal 

puesto que la autoridad demandada no fundamentó ni motivó 

debidamente el crédito fiscal a su cargo.  

  

Sostiene que en el requerimiento impugnado solamente 

se enuncia una serie de cifras supuestamente adeudadas en 

concepto de Impuesto Predial y de preceptos normat ivos 

supuestamente aplicables, pero sin hacer razonamiento alguno 

respecto a la forma en que se calcularon esas cifras y la razón o 

motivo por el cual esos preceptos son precisamente aplicables al 

caso que nos ocupa, dejándole en estado de indefensión y 

violentando los artículos 68 y 68-Bis,  fracción I I I ,  del Código Fiscal 

del Estado, relativo a los requis itos que deberá contener todo 

acto administrativo.  

 

Indica que ninguno de los preceptos normativos 

enunciados en el acto impugnado establecen el fundament o 

legal que autorice a la autoridad demandada para l levar a cabo 

el cobro adicional por concepto de recargos, gasto de ejecución 

y multa, cuyo pago se exige, quedando en estado de indefensión 

al no estar en posibi l idad de conocer la legalidad o i legalidad 

del cobro de dichos conceptos.  

 

Finalmente, asevera que la resolución impugnada es 

violatoria del artículo 16 de la Constitución Polít ica de los Estados 

Unidos Mexicanos, ya que la autoridad demandada omite 

señalar los preceptos jurídicos que funden y motiven los cobros 

señalados en las Resoluciones .  

 



 

Es infundado el reseñado motivo de inconformidad, 

conforme a lo que enseguida se expone.  

 

En efecto, es inexacto que la resolución impugnada sólo 

contenga una serie de cifras adeudadas en concepto de 

Impuesto Predial y de preceptos normativos, s in contener 

razonamiento alguno de la forma en que se calcularon esas cifras 

y la razón o motivo por el cual esos preceptos son aplicables al 

caso, dejándole en estado de indefensión y violentando los 

art ículos 68 y 68-Bis fracción I I I ,  del Código Fiscal del Estado, 

relativo a los requisitos que deberá contener todo acto 

administrativo. 

 

En primer término, conviene precisar que, en el caso del 

Impuesto Predial,  la autoridad fiscal, al momento de iniciar el 

procedimiento administrativo de ejecución, con el mandamiento 

de ejecución, está obligada a expresar tanto los motivos y 

fundamentos de la exigibil idad del crédito fiscal, como los 

motivos y fundamentos de la existencia del Impuesto Predial a 

cargo del actor, para lo cual se requiere que se expresen los 

elementos para la cuantificación de dicho impuesto, entre el los, 

el valor catastral unitario que corresponda al predio, conforme a 

la Tabla de Valores Unitarios aplicable, los elementos para la 

cuantif icación del Impuesto al Fomento Deportivo y de los 

recargos, así como la motivación relativa a la multa impuesta, lo 

que permite al part icular verificar la legalidad de los elementos 

tomados en cuenta para la l iquidación, así como la correcta 

realización de las operaciones aritméticas conducentes para 

estar en posibil idad de plantear las defensas que estime 

procedente. 

 

De autos advierte que en los actos impugnados se 

indican los periodos a pagar, el valor unitario, la superficie en 

metros cuadrados, el valor catastral y la tasa, datos con los que 

se facil itó al actor la información necesaria para tener 



 

conocimiento cierto y completo de los cálculos empleados, de 

ahí lo infundado del argumento de inconformidad, en el sentido 

de que los actos impugnados no contienen razonamiento alguno 

de la forma en que se calcularon esas cifras y la razón o motivo 

por el cual esos preceptos son aplicables al caso estudio.  

 

En relación con el argumento de inconformidad, 

consistente en que se violentaron los artículos 68 y 68-Bis fracción 

I I I ,  del Código Fiscal del Estado, relativo a los requis itos que 

deberá contener todo acto administrativo, debe decirse que 

tales disposiciones resultan inaplicables a la Ley de Hacienda 

Municipal del Estado, aún de manera supletoria, puest o que no 

se encuentra prevista su aplicación, de conformidad con el 

art ículo 20 de dicha ley que enseguida se transcribe.  

 

“ARTICULO 20. -  Son de apl icación supletor ia a la 

presente ley en cuánto no lo contrar íen,  el  derecho común y en 

su defecto,  los pr inc ip ios generales de Derecho.”  

 

De igual manera, no le asiste razón a la parte actora en 

cuanto a que ninguno de los preceptos normativos enunciados 

en los actos impugnados establecen el fundamento legal que 

autorice a la autoridad demandada para l levar a cabo el cobro 

adicional por concepto de recargos, gasto de ejecución y multa 

cuyo pago se exige, quedando en estado de indefensión al no 

estar en posibil idad de conocer la legalidad o i legalidad del 

cobro de dichos conceptos.  

 

En el acto impugnado se precisaron los artículos 89, 

fracción I, inciso L), 108, 109, 172, fracción I, 172, fracciones I, 

inciso a) y I I ,  de la Ley de Hacienda Municipal del Estado, 5, 54, 

55 y 56 de la Ley de Ingresos del Municipio de Mexicali, Baja 

California, para el Ejercicio Fiscal  2009, los que enseguida se 

transcriben. 

 

De la Ley de Hacienda Municipal del Estado.  

 



 

“ARTÍCULO 89. -  Las inf racciones y sanciones que no 

están expresamente determinadas en otra parte de esta Ley 

quedan sujetas a las disposiciones de este Capítulo.  

 

I . -  Son infracciones cuya responsabi l idad recae sobre los 

sujetos pasivos o presuntos deudores de una prestación f i scal ,  y  a 

cada uno corresponderá la sanción que en cada caso se señala;  

en importe equivalente al  ingreso del  salar io mínimo general  

vigente en el  Estado:  

…  

l )  No hacer el  pago de una prestación f i scal  dentro de 

los plazos señalados por las Leyes Fi scales:  

 

Mul ta de 2 a 75 días.  

 

ARTÍCULO 108.-  Cuando los créditos f i scales no sé 

paguen en la fecha l ímite o dentro del  plazo f i jado por las 

disposiciones f i scales, o cuándo el  pagó hubiere s ido menor al  que 

corresponda, deberán pagarse recargos sobre los montos no 

cubiertos oportunamente, que se calcularán por cada mes 

transcurr ido o f racción de éste desde la fecha de su exigibi l idad 

hasta el  día en que se paguen.  

 

Los recargos sé calcularán sobre el  total  del  crédito 

f i scal,  excluyendo los recargos, gastos de ejecución y multas por 

' inf racción a las disposiciones f i scales, conforme a la tasa que 

anualmente dispongan para cada uno  de los Municipios, sus  

respectivas Leyes de Ingresos.  

 

Art ículo 109.-  La imposición de recargos no requeri rá 

resolucion expresa n i  estará sometida a formal idades especiales.

  

 

ARTÍCULO 172.-  Por  gastos de ejecución se entenderá 

aquel los que,  fuera de las asignaciones presupuestales por sueldos 

o gastos generales de las dependencias del  Ayuntamiento,  

eroguen las of icinas exactoras durante el  procedimiento 

administrat ivo de ejecución en cada caso concreto a saber:  

 

I . -  Honorar ios de los ejecutores depositar i os y per i tos.  

 

ARTÍCULO 175.-  Los honorar ios de los ejecutores,  personal  

administrat ivo, depositar ios y peri tos, serán los s iguientes:   

 

I . -  Para los E jecutores:   

 

a).-  Los que hagan la noti f icación del  adeudo y el  

requerimiento dé pago tendrán derecho al  cuatro por ciento 

sobre el  monto del  mismo; adeudo, s i  actuare en lugar de 

residencia de la of icina exactora o s i  lo h iciere fuera de ese lugar 

el  ocho por ciento.   

…  

I I . -Para el  Personal  Administ rat ivo:  

 

En las di l igencias que se l leven a cabo, el  persona l  

administrat ivo de la Tesorer ía Municipal tendrá derecho al  1% (que 

se cobrará adicional s i  las actuaciones son en el  lugar de 

resis tencia de la of ic ina y s i  lo hiciere fuera de ese lugar el  2%). E l  

Tesorero Municipal  a sol ici tud del  Recaudador y del  Jefe  de 

Ejecución indicará cuales son las personas que han intervenido 

durante la formulación de la documentación respectiva,  



 

procediéndose mensualmente a dist r ibui r  el  importe con base al  

sueldo presupuestal  que devenguen.  

…"  

 

De la Ley de Ingresos del Municipio de Mexicali, Baja 

California para el ejercicio fiscal dos mil once de idéntica 

redacción a los preceptos correspondientes de la Ley de Ingresos 

del Municipio de Mexicali, Baja California para el ejercicio f iscal 

dos mil doce. 

 

“ARTÍCULO 5. -  Son sujetos  de este impuesto,  los 

contr ibuyente de los demás impuestos;  y ,  derechos y  rezagos de 

créditos f i scales municipales.   

ARTÍCULO 6.-  Este impuesto se causará a razón del  15% 

sobre el  monto de los demás impuestos;  y,  derechos y rezagos a 

cargo del contr ibuyente.  No son objeto de este impuesto, las 

contr ibuciones s iguientes:  

 

I . -  Impuesto sobre Adquis ición de Inmuebles.  

I I . -  Impuesto sobre Asistencia a Divers iones y 

Espectáculos Públ icos.  

I I I . -  Los Derechos por los Servicios que Preste el  Regist ro 

Civi l  por los registros de nacimientos, matr imonios y 

reconocimientos de hi jos,  única y exclusivamente dentro de los 

programas de "Jornadas del  Regist ro Civi l "  y  "Matr imonios 

Colectivos" .   

IV.-  Los Derechos por Estacionamiento de Vehículos en 

la Vía Públ ica.  

V.-  Los Derechos por los Servicios que presta el  

Departamento de Depósi tos Vehiculares.”  

 

ARTÍCULO 53.-  . . .   

Cuando no se paguen las contr ibuciones dentro de los 

plazos señalados en las dispos iciones f i scales o no se cubran las 

parcial idades en los plazos convenidos, se pagarán recargos por 

mora a la tasa del 2% mensual .  

 

ARTÍCULO 54.-  Los impuestos,  derechos, productos y  

aprovechamientos, no pagados en el  ejercicio f i scal  en el  que se 

causaron,  se cobrarán como rezagos de ejercicios f i scales 

anter iores,  apl icando en cuanto al  fondo, las leyes vigentes en la 

fecha que se generaron y en cuanto a la forma, mediante el  

procedimiento administ rat ivo de ejecución que establece la Ley 

de Hacienda Munic ipal del Estado de Baja Cal i fornia,  o en su caso, 

el  procedimiento judicial  que corresponda.  

 

ARTÍCULO 55.-  Son Gastos de Ejecución aquel los que, 

fuera de las asignaciones presupuestales de las Dependencias del  

H. Ayuntamiento de Mexical i ,  eroguen las of i cinas recaudadoras 

durante el  procedimiento administrat ivo de ejecución,  los cuales 

se cobrarán, apl icarán y dest inarán en los términos que establece 

la Ley de Hacienda Municipal del  Estado de Baja Cal i fornia.  

 

De la Ley de Ingresos del Municipio de Mexica li, Baja 

California para el ejercicio fiscal dos mil trece.  

 



 

“ARTÍCULO 5. -  Son sujetos de este impuesto,  los 

contr ibuyente de los demás impuestos;  y ,  derechos y  rezagos de 

créditos f i scales municipales.   

 

ARTÍCULO 6.-  Este impuesto se causará a razón del  15% 

sobre el  monto de los demás impuestos;  y,  derechos y rezagos a 

cargo del contr ibuyente.  No son objeto de este impuesto, las 

contr ibuciones s iguientes:  

 

I . -  Impuesto sobre Adquis ición de Inmuebles.  

I I . -  Impuesto sobre Asistencia a Divers iones y 

Espectáculos Públ icos.  

I I I . -  Los Derechos por los Servicios que Preste el  Regist ro 

Civi l  por los registros de nacimientos, matr imonios y 

reconocimientos de hi jos,  única y exclusivamente dentro de los 

programas de "Jornadas del  Regist ro Civi l "  y  "Matr imonios 

Colectivos" .   

IV.-  Los Derechos por Estacionamiento de Vehículos en 

la Vía Públ ica.  

V.-  Los Derechos por los Servicios que presta el  

Departamento de Depósi tos Vehiculares.”  

 

ARTÍCULO 54.-  . . .   

Cuando no se paguen las contr ibuciones dentro de los 

plazos señalados en las disposiciones f i scales o no se cubran las 

parcial idades en los plazos convenidos, se pagarán recargos por 

mora a la tasa del 2% mensual .  

 

ARTÍCULO 55.-  Los impuestos,  derechos, productos y  

aprovechamientos, no pagados en el  ejercicio f i sca l  en el  que se 

causaron,  se cobrarán como rezagos de ejercicios f i scales 

anter iores,  apl icando en cuanto al  fondo, las leyes vigentes en la 

fecha que se generaron y en cuanto a la forma, mediante el  

procedimiento administ rat ivo de ejecución que establece l a Ley 

de Hacienda Municipal del Estado de Baja Cal i fornia,  o en su caso, 

el  procedimiento judicial  que corresponda.  

 

ARTÍCULO 56.-  Son Gastos de Ejecución aquel los que, 

fuera de las asignaciones presupuestales de las Dependencias del  

H. Ayuntamiento de Mexical i ,  eroguen las of icinas recaudadoras 

durante el  procedimiento administrat ivo de ejecución,  los cuales 

se cobrarán, apl icarán y dest inarán en los términos que establece 

la Ley de Hacienda Municipal del  Estado de Baja Cal i fornia.  

 

De la Ley de Ingresos del Municipio de Mexicali, Baja 

California para el ejercicio fiscal dos mil catorce.  

 

“ARTÍCULO 5. -  Son sujetos de este impuesto,  los 

contr ibuyente de los demás impuestos;  y ,  derechos y  rezagos de 

créditos f i scales municipales.   

 

ARTÍCULO 6.-  Este impuesto se causará a razón del  15% 

sobre el  monto de los demás impuestos;  y,  derechos y rezagos a 

cargo del contr ibuyente.  No son objeto de este impuesto, las 

contr ibuciones s iguientes:  

 

I . -  Impuesto sobre Adquis ición de Inmuebles.  

I I . -  Impuesto sobre Asistencia  a Divers iones y 

Espectáculos Públ icos.  



 

I I I . -  Los Derechos por los Servicios que Preste el  Regist ro 

Civi l  por los registros de nacimientos, matr imonios y 

reconocimientos de hi jos,  única y exclusivamente dentro de los 

programas de "Jornadas del  Regist ro Ci vi l "  y  "Matr imonios 

Colectivos" .   

IV.-  Los Derechos por Estacionamiento de Vehículos en 

la Vía Públ ica.  

V.-  Los Derechos por los Servicios que presta el  

Departamento de Depósi tos Vehiculares.”  

 

ARTÍCULO 55.-  . . .   

Cuando no se paguen las contr ibuciones den tro de los 

plazos señalados en las disposiciones f i scales o no se cubran las 

parcial idades en los plazos convenidos, se pagarán recargos por 

mora a la tasa del 2% mensual .  

 

ARTÍCULO 56.-  Los impuestos,  derechos, productos y  

aprovechamientos, no pagados en el  ejercicio f i scal  en el  que se 

causaron,  se cobrarán como rezagos de ejercicios f i scales 

anter iores,  apl icando en cuanto al  fondo, las leyes vigentes en la 

fecha que se generaron y en cuanto a la forma, mediante el  

procedimiento administ rat ivo de ejecuci ón que establece la Ley 

de Hacienda Municipal del Estado de Baja Cal i fornia,  o en su caso, 

el  procedimiento judicial  que corresponda.  

 

ARTÍCULO 57.-  Son Gastos de Ejecución aquel los que, 

fuera de las asignaciones presupuestales de las Dependencias del  

H. Ayuntamiento de Mexical i ,  eroguen las of icinas recaudadoras 

durante el  procedimiento administrat ivo de ejecución,  los cuales 

se cobrarán, apl icarán y dest inarán en los términos que establece 

la Ley de Hacienda Municipal del  Estado de Baja Cal i fornia.  

 

De la Ley de Ingresos del Municipio de Mexicali, Baja 

California para el ejercicio fiscal dos mil quince.  

 

“ARTÍCULO 6. -  Son sujetos de este impuesto,  los 

causantes de impuestos, derechos y de créditos f i scales 

municipales derivados de ingresos no comprendido s en las 

fracciones de la Ley de Ingresos causadas en ejercicios f i scales 

anter iores pendientes de l iquidación o pago.  

 

ARTÍCULO 7.-  Este impuesto se causará a razón del  15% 

sobre el  monto de los demás impuestos;  y,  derechos y de los  

ingresos no comprendidos en las f racciones de la Ley de Ingresos 

causadas en ejercicios f i scales anter iores pendientes de 

l iquidación o pago. No son objeto de este impuesto,  las 

contr ibuciones s iguientes:  

 

I . -  Impuesto sobre Adquis ición de Inmuebles.  

I I . -  Impuesto sobre Asistencia a Divers iones y 

Espectáculos Públ icos.  

I I I . -  Los Derechos por los Servicios que Preste el  Regist ro 

Civi l  por los registros de nacimientos, matr imonios y 

reconocimientos de hi jos,  única y exclusivamente dentro de los 

programas de "Jornadas del  Regist ro Civi l "  y  "Matr imonios 

Colectivos" .  

IV.-  Los Derechos por Estacionamiento de Vehículos en 

la Vía Públ ica.  

V.-  Los Derechos por los Servicios que Presta el  

Departamento de Depósi tos Vehiculares.  



 

VI.-  Derecho de Alumbrado Públ ico.  

VI I . -  Los Servicios que Presten los Organismos 

Descentral izados y  las Empresas de Part icipación Municipal 

establecidos en el  Numeral 4, T í tulo Sexto de esta Ley.”  

 

ARTÍCULO 81.-  . . .   

Cuando no se paguen las contr ibuciones dentro de los 

plazos señalados en las disposiciones f i scales o  no se cubran las 

parcial idades en los plazos convenidos, se pagarán recargos por 

mora a la tasa del 2% mensual .  

 

ARTÍCULO 82.-  ARTÍCULO 82.-  Son Gastos de E jecución 

aquel los que,  fuera de las asignaciones presupuestales de las 

Dependencias del H. Ayuntami ento de Mexical i ,  eroguen las 

of icinas recaudadoras durante el  procedimiento administrat ivo de 

ejecución,  en cada caso:  

 

I . -  Honorar ios de los ejecutores, deposi tar ios y  peri tos.  

I I . -  Impresión y  publ icación de convocator ias.  

I I I . -  Transporte del personal ejecutor y de bienes muebles 

embargados, o guarda y custodia de éstos.  

IV.-  Inscr ipción en el  Registro Públ ico del embargo de 

bienes raíces o negociaciones y cert i f icados de gravámenes de 

los bienes secuestrados.   

V.-  Cualquier  otra erogación que, con el  carácter  de 

extraordinaria;  sea necesaria para el  éxito del procedimiento 

aludido.  

 

Los Gastos de Ejecución se cobrarán, apl icarán y 

dest inarán en los términos que establece la Ley de Hacienda 

Municipal del  Estado de Baja Cal i fornia.  

 

ARTÍCULO 83.-  Las que se contemplan en los reglamentos 

municipales y  las que deriven por el  incumpl imiento de las 

disposiciones f i scales,  asimismo la autor idad municipal ,  a l  hacer  

efectiva la sanción impuesta por las diversas dependencias 

municipales, por violaciones a los reg lamentos emit idos por el  

Ayuntamiento, y al  hacer efectivas dichas inf racciones mediante 

el  procedimiento administrat ivo de ejecución podrá apegarse a lo 

establecido por el  Art iculo 88 de la Ley de Hacienda Municipal  del 

Estado de Baja Cal i fornia.  

 

ARTÍCULO 84.-  Los Aprovechamientos no pagados en el  

ejercicio f i scal  en que se causaron se cobrarán como pagos 

extemporáneos de ejercicios f i scales anter iores, apl icando en 

cuanto al  fondo, las  leyes vigentes a la fecha en que se generaron 

y en cuanto a la forma mediante el  procedimiento administrat ivo 

de ejecución que establece la Ley de Hacienda Municipal  del 

Estado de Baja Cal i fornia o en su caso, el  procedimiento judicial  

que corresponda.  

 

Sirve de apoyo a lo expuesto, la tesis sustentada por el 

entonces Tribunal Fiscal de la Federación, de rubro y textos 

siguientes:  

 

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. - SI  SE DAN TODOS LOS 

ELEMENTOS PARA LA DETERMINACION DEL CREDITO FISCAL Y SE 

SEÑALAN LOS PRECEPTOS APLICABLES,  SE CUMPLE CON LOS 

REQUISITOS CONSTITUCIONALES MENCIONADOS . -  E l  art ículo 16 



 

Consti tucional di spone que todo acto de autor idad que ocasione 

molest ias al  part icular debe encontrarse debidamente fundado y 

motivado, entendiéndose por lo pr imero que se ci ten los 

disposit ivos legales apl icables, y por lo segundo, que  se expresen 

las razones o motivos que se tomaron en cuenta para conclui r  que 

el  caso concreto encuadra en los supuestos previstos en las 

normas legales.  Por tanto, s i  en una resolución que determina un 

crédito f i scal se citan los preceptos apl icables al  c aso concreto y  

se expresa con precis ión la forma y términos que or iginaron la 

determinación de dicho crédi to,  debe conclui rse que se 

cumpl ieron los requis i tos const i tucionales mencionados, pues se 

vierten elementos suf icientes para que el  part icular conozc a los 

motivos que l levaron a la autor idad a emit i r  el  acto de molest ia y  

está en posibi l idad de plantear las defensas que est ime 

procedentes.(15)  

 

R.T .F .F . ,  Año VI ,  Segunda Época, No. 64, Abri l  de 1985, p. 

799, Cr i ter io Ais lado.  

 

Asimismo, sirve de apoyo a lo resuelto, I.1o.T. J/40 del 

Primer Tr ibunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 

Circuito con número de registro 186910, consultable en la página 

1051 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

correspondiente al mes de mayo de dos mil dos, tomo XV, de 

rubro y texto s iguientes.  

 

MOTIVACIÓN. SÓLO SU OMISIÓN TOTAL O LA QUE SEA TAN 

IMPRECISA QUE NO DÉ ELEMENTOS PARA DEFENDERSE DEL ACTO, DA 

LUGAR A LA CONCESIÓN DEL AMPARO.  Cuando el  art ículo 16 de la  

Const i tución Pol í t ica de los Estados Unidos  Mexicanos establece la 

obl igación para las autor idades de fundar y motivar sus actos,  

dicha obl igación se sati sface, desde el  punto de vi sta formal,  

cuando se expresan los numerales legales apl icables y los hechos 

que hacen que el  caso encaje en las hipót esi s normativas.  Pero 

para el lo s implemente basta que quede claro el  razonamiento 

sustancial  al  respecto,  s in que pueda exigi r se formalmente mayor 

ampl i tud o abundancia que la expresión de lo est r ictamente 

necesario para que de manera sustancial  se compren da el  

argumento expresado. Sólo la omisión total  de motivación,  o la 

que sea tan imprecisa que no dé elementos al  afectado para 

defender sus derechos o impugnar el  razonamiento aducido por 

las autor idades,  podrá conduci r  a la concesión del amparo por 

falta formal  de motivación y  fundamentación,  lo que no acontece 

cuando la autor idad responsable señala con precis ión las 

ci rcunstancias especiales, razones part iculares o causas 

inmediatas que tenga en consideración para absolver  de lo 

reclamado."  

 

 OCTAVO.- Validez.- En mérito de lo anterior, al haber 

sido infundados los motivos de inconformidad hechos valer por la 

parte actora, no se desvirtúa la presunción de legalidad de la 

que goza la resolución impugnada, por lo que procede 



 

reconocer su val idez, con fundamento en el art ículo 82, fracción 

I I I ,  de la Ley del Tr ibunal .  

 

 “ARTÍCULO 82. -  Las sentencias que dicte el  Tr ibunal no 

necesitarán formul ismo alguno, pero deberán contener:  

 

 [ . . .]  

 I I I .  Los puntos resolut ivos en los que se expresarán los actos o 

resoluciones cuya val idez se reconozca o cuya nul idad se declare; la 

reposic ión del  procedimiento que se ordene, los términos de la 

modif icación del acto impugnado, y en su caso, la condena q ue se 

decrete.”  

 

 En congruencia con lo expuesto, al resultar infundados 

los motivos de inconformidad hechos valer por la parte actora, lo 

procedente es confirmar la validez de los actos impugnados, por 

lo que, con fundamento en el artículo 82 de la Ley de l Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo del Estado, es de resolverse y se  

 

R E S U E L V E  

 

ÚNICO. Se reconoce la validez de las Resoluciones  de 

fecha catorce de julio de dos mil veinte, emitidas por el 

Recaudador de Rentas del Ayuntamiento de Mexicali .  

 

 Notifíquese personalmente a la parte actora y por 

oficio a la autoridad demandada.  

 

Así lo resolvió la Primer Secretaria de Acuerdos adscrita  a la 

Primera Sala del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, Alma Alejandrina Razo Santoyo, quien actúa en 

funciones de Magistrada por ministerio de ley, en términos de lo 

dispuesto en el art ículo 10 de la ley que rige a este Tr ibunal y firmó 

ante la presencia del Secretario de Acuerdos, José Francisco 

Muril lo González, quien da fe.  
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ELIMINADO: Números de folio de diversas resoluciones en foja 1 y 2 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  



 

EL SUSCRITO, HÉCTOR HERNÁNDEZ ESTRADA, SECRETARIO DE ACUERDOS DEL JUZGADO 

PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, HACE 

CONSTAR: --------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA DE 

LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR LA PRIMER SECRETARIA DE ACUERDOS, ACTUANDO 

EN FUNCIONES DE JUEZ TITULAR DEL JUZGADO PRIMERO DE FECHA ONCE DE DICIEMBRE DE 

DOS MIL VEINTE, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 400/2018 EN LA QUE 

SE SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE 

DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 23 (VEINTITRES) FOJAS ÚTILES.----------------------------------- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN XV DEL 

REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE 

CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA 

ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE HACE CONSTAR 

PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA 

CALIFORNIA, A QUINCE DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTITRES, DOY FE.----------------------------------- 

 


